






 

39 
 

 
a) La falta de constitución o la reconstitución de las garantías dispuestas en el 
contrato de concesión. 

 
b) Cualquier incumplimiento grave en las obligaciones del concesionario 
derivados del contrato. 

 
2.- La declaratoria de resolución del contrato estará precedida por un proceso 
administrativo, que respetará las reglas del debido proceso. 
 
3.- La Administración concedente podrá hacer efectivas las garantías de que disponga, una 
vez firme la declaratoria de resolución. 
 
Artículo 60.- Extinción de la concesión 
 
1.- La concesión se extingue por las siguientes causales: 
 

a) El vencimiento del plazo pactado. 
 

b) La imposibilidad de cumplimiento como consecuencia de medidas adoptadas 
por los Poderes del Estado. 

 
c) El rescate por causa de interés público. 

 
d) El acuerdo mutuo de la administración concedente y el concesionario; para 
ello, dicho acuerdo deberá contar con la aceptación previa de los acreedores, si 
existen. Este acuerdo deberá estar debidamente razonado, tomando en 
consideración el interés público.  

 
(Así reformado el sub-inciso anterior, por el artículo 1° aparte a) punto 31) de 
la Ley N° 8643 del 30 de junio de 2008).  

 
e) La resolución por incumplimiento grave así señalado en el cartel y en el 
contrato de obligaciones del concesionario. 

 
f) Otras que se estipulen en el contrato de concesión. 

 
2.- De vencerse el plazo, la Administración concedente recibirá los derechos y bienes 
objeto de la concesión en buen estado y funcionamiento, libres de gravámenes y sin costo 
alguno. 
 
3.- Cuando la extinción se produzca por causas ajenas al concesionario, quedará a salvo su 
derecho a percibir las indemnizaciones que correspondan según esta ley y el contrato de 
concesión. 
 
Artículo 61.- Suspensión de pagos y quiebra del concesionario 
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1.- Como acto previo a la solicitud de declaratoria de quiebra, el concesionario que no 
pueda cubrir sus obligaciones tendrá la facultad de apersonarse ante el juez civil de su 
domicilio, para solicitarle una suspensión de pagos por un plazo máximo de tres meses, 
contados a partir de la resolución que autoriza la suspensión, con el objeto de que, durante 
el primer mes de este período, presente una proposición de convenio para el pago de los 
acreedores. 
 
2.- El concesionario deberá acompañar su solicitud de suspensión de pagos, con los 
siguientes documentos: 
 

a) Un estado de sus obligaciones con el nombre completo y domicilio de cada 
uno de los acreedores, el monto de la deuda, el plazo, los intereses convenidos y 
la fecha en que cesó el pago. 

 
b) Una exposición clara y detallada de las causas determinantes del estado de 
cesación de pagos. 

 
c) El estado general de la explotación de la concesión, junto con un cuadro 
demostrativo de gastos e ingresos. 

 
d) La contabilidad de todos los libros, comprobantes y facturas. 

 
El juzgado no dará trámite a la solicitud de suspensión pedida por el 
concesionario, si no aportare los documentos mencionados. Cualquier 
información falsa o dato inexacto de los requeridos en este punto, además de la 
responsabilidad penal que implica, será motivo suficiente para que el juez 
declare la quiebra. 

 
3.- Presentada la solicitud de suspensión, acompañada de los documentos requeridos, el 
juez autorizará la suspensión de pagos, para lo cual dispondrá de cinco días hábiles, 
contados a partir de la solicitud. La resolución del juez paralizará todo trámite ejecutivo 
contra el concesionario. 
 
4.- Para aprobar el convenio, una vez presentada la propuesta será indispensable publicar, 
en La Gaceta y dos diarios de circulación nacional, un edicto que convoque a los acreedores 
para que acudan a adherirse a la proposición del convenio o acuerden modificarla, en el 
término de los dos meses restantes del plazo referido en el punto 1. 
 
5.- Si se alcanzare la mayoría de dos terceras partes de los acreedores, el juez aprobará el 
convenio que será obligatorio para todos los interesados. Si, por el contrario, fuere 
imposible alcanzar esta mayoría o si se incumpliere el convenio, se declarará la quiebra de 
la sociedad concesionaria. 
 
6.- También procede la declaratoria de quiebra, a instancia de la Administración concedente 
o algún acreedor, cuando el concesionario abandone, de hecho o de derecho, la explotación 
de la concesión o se resuelva el contrato de concesión. En tales casos, para verificar el 
abandono, la Administración concedente dispondrá hasta de veinticuatro horas contadas a 
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partir del momento en que tenga conocimiento del hecho o adquiera firmeza el acto que 
resuelve el contrato de concesión. Una vez verificado, la Administración concedente 
procederá a nombrar un interventor, quien asumirá la administración y explotación 
temporal de la concesión hasta la integración de la Junta de Intervención referida en el 
punto siguiente. 
 
El interventor temporal estará obligado a depositar judicialmente los ingresos provenientes 
de la explotación de la concesión, una vez deducidos y pagados los gastos de 
administración y explotación. Asimismo, deberá proceder a depositar los recursos en 
efectivo o los valores que tenga el concesionario en el momento de la intervención, y a 
exhibir los libros y documentos pertenecientes a la sociedad, cuando proceda, y el juez lo 
autorice a instancia de parte. 
 
7.- Declarada la quiebra por el juez, y firme la resolución, se le notificará a la 
Administración concedente, que, dentro de los cinco días hábiles siguientes, procederá a 
integrar una Junta de Intervención, compuesta por tres miembros designados por esta 
Administración de la siguiente manera: 
 

a) Un representante de la Administración concedente, quien presidirá la Junta. 
 

b) Uno escogido de una terna presentada por la masa de acreedores. 
 

c) Un representante del Consejo Nacional de Concesiones. 
 

A los miembros de la Junta de Intervención se les remunerará de conformidad 
con lo que, para el efecto, disponga el reglamento de esta ley. 

 
8.- La Junta de Intervención tendrá las obligaciones, facultades, atribuciones y 
responsabilidades señaladas en el Código de Comercio para el curador en un proceso 
normal de quiebra. 
 
9.- Dentro de los seis meses siguientes a la firmeza de la resolución que declare la quiebra 
del concesionario y, conforme a las reglas que se determinan en el artículo 62 de esta Ley, 
se procederá a rematar el derecho a la explotación del conjunto de bienes objeto de la 
concesión, por el plazo que reste para el vencimiento, con prelación al acreedor de la 
prenda a la que se refiere el artículo 47 bis de la presente Ley.  
 
(Así reformado el inciso anterior por el artículo 1° aparte a) punto 32) de la Ley N° 8643 
del 30 de junio de 2008).  
 
10.- En lo no previsto en este artículo, se aplicará supletoriamente el Código de Comercio. 
 
Artículo 62.- Reglas sobre el remate  
 
1.- El remate referido en el artículo 61.9 de esta Ley, se regirá por las siguientes reglas:  
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a) Solo podrán ser rematarios las empresas o los consorcios empresariales que 
cumplan los requisitos indicados en el cartel de la concesión respectiva para ser 
concesionario. Para este efecto, la Administración concedente dispondrá de 
treinta días hábiles contados a partir del remate, para determinar si el rematario 
cumple o incumple los requisitos.  

 
(Así reformado el sub-inciso anterior por el artículo 1° aparte a) punto 33) de 
la Ley N° 8643 del 30 de junio de 2008).  

 
b) El monto obtenido del remate se destinará al pago de los créditos 
legalizados. En todo caso, los créditos que se encuentren garantizados con la 
prenda especial a los derechos del concesionario, se cancelarán con preferencia 
sobre cualquier otro crédito y demás acreencias. El excedente, si existe, 
corresponderá a la administración concedente. 

 
(Así reformado el sub-inciso anterior por el artículo 1° aparte a) punto 33) de 
la Ley N° 8643 del 30 de junio de 2008).  

 
c) En caso de que no existan postores idóneos en el tercer remate, la 
administración concedente asumirá directamente la explotación. Podrá 
promover un nuevo concurso para dar en concesión la obra o el servicio 
público, si lo estima pertinente; en tal caso, en el cartel de la nueva licitación 
considerará la forma de cancelar la deuda que haya quedado pendiente del 
anterior concesionario con los acreedores registrados, hasta lo que sea posible, 
financieramente. 

 
(Así reformado el sub-inciso anterior por el artículo 1° aparte a) punto 33) de 
la Ley N° 8643 del 30 de junio de 2008).  

 
2.- El monto obtenido del remate se destinará al pago de los créditos debidamente 
legalizados, en la alícuota que corresponda. El excedente, si lo hubiere, corresponderá a la 
Administración concedente. 
 
3.- El nuevo concesionario adquirirá el derecho de explotación libre de todo gravamen.  
 
Artículo 63.- Indemnización por extinción  
 
1.- En las indemnizaciones que procedan, solo se tomarán en cuenta los gastos 
efectivamente realizados, una utilidad hasta del cincuenta por ciento (50%) del lucro 
cesante, así como el estado actual de los bienes y las pérdidas que puedan haberse 
ocasionado.  
 
2.- La liquidación respectiva requerirá la aprobación de la Contraloría General de la 
República; para ello, deberá remitir, a la Comisión Permanente Especial para el Control del 
Ingreso y el Gasto Públicos de la Asamblea Legislativa, un informe donde justifique, 
debidamente, la aprobación de estas liquidaciones.  
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(Así reformado por el artículo 1° aparte a) punto 34) de la Ley N° 8643 del 30 de junio de 
2008).  
 
Artículo 64.- Disposiciones finales 
 
1.- El Consejo Nacional de Concesiones no estará sujeto a ninguna de las siguientes 
disposiciones legales: 
 

a) Los artículos 9 y 10 de la Ley de Planificación Nacional, No. 5525, de 2 de 
mayo de 1974. 

 
b) El artículo 20 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República, No. 7428, de 7 de setiembre de 1994. 

 
2.- Salvo por lo dispuesto en esta ley, a las concesiones que se otorguen no les será 
aplicable la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, No. 7593, de 9 de 
agosto de 1996. 
 
3.- En lo no previsto por esta ley, se aplicarán supletoriamente la Ley General de la 
Administración Pública, No. 6227, de 2 de mayo de 1978, y la Ley de la Contratación 
Administrativa, No. 7494, de 2 de mayo de 1995. 
 
Artículo 65.- (Derogado por el artículo 1° aparte c) de la Ley N° 8643 del 30 de junio de 
2008). 
 
Artículo 66.- Régimen salarial de los trabajadores portuarios 
 

El Consejo Nacional de Salarios fijará el régimen de salario mínimo de los 
trabajadores portuarios que regirá para las ampliaciones de los muelles existentes y de los 
nuevos que se concesionen. Dicha fijación no podrá ser inferior a la que se encuentre 
vigente para los trabajadores portuarios del país en la zona respectiva al momento de iniciar 
la explotación de la concesión. 
 
Artículo 67.- Reglamentación 
 
El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los noventa días siguientes a su 
promulgación. 
 
Artículo 68.- Los acreedores  
 
1) Para efectos de esta Ley, se entiende por acreedores del concesionario los que financien 
directamente las erogaciones que el concesionario deba hacer como producto de la 
ejecución de la concesión correspondiente, y sean reconocidos como tales, expresa y 
formalmente, antes del acaecimiento de la causa de extinción del contrato, por la 
administración concedente.  
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2) El concesionario será siempre el responsable frente a sus acreedores. Ni la 
administración concedente ni el Estado costarricense serán responsables, directos ni 
indirectos, de las obligaciones crediticias y las deudas que contraiga el concesionario, salvo 
disposición de carácter legal en contrario.  
 
3) El concesionario podrá disponer libremente de las indemnizaciones que, en derecho y 
conforme a los términos de la Ley, le correspondan del cartel de licitación y del contrato, 
para garantizar las acreencias de sus acreedores. Para estos efectos, podrá utilizar la prenda 
especial que regula esta Ley o cualquier otro medio contractual, y legalmente válido, entre 
el concesionario y sus acreedores, por ejemplo, el contrato de fideicomiso.  
 
4) La administración concedente considerará, en la medida de sus posibilidades legales, los 
derechos de los acreedores ante una eventual extinción del contrato.  
 
5) En caso de extinción de la concesión por un evento de fuerza mayor o caso fortuito, por 
resolución de la concesión por incumplimiento del concesionario, salvo el caso de la 
quiebra, el cual se regirá por los artículos 61 y 62 de la presente Ley o por medidas 
adoptadas por los Poderes del Estado o la administración concedente o el incumplimiento 
grave de la administración concedente, se seguirá el siguiente procedimiento, en procura de 
resguardar, hasta donde sea posible, los intereses de los acreedores.  
 

a) Resuelta la extinción de la concesión, la administración concedente notificará a 
los acreedores del concesionario para que se presenten ante esta, con el objeto de 
proteger sus intereses.  

 
b) En los casos en que la administración concedente tome posesión de la concesión, 
nombrará de inmediato a un interventor provisional, debidamente calificado, para 
que administre y explote la concesión. Hasta que la administración concedente 
cancele la indemnización que corresponde en derecho al concesionario, el 
interventor provisional estará obligado a depositar los ingresos producto de la 
explotación de la concesión, una vez deducidos los gastos de operación y 
mantenimiento, en una cuenta o fideicomiso, con el objeto de cancelar a los 
acreedores y al concesionario, si a este último también le corresponde en derecho. Si 
el monto destinado a pagar a los acreedores resulta insuficiente para realizar los 
pagos periódicos a todos los acreedores, en caso de ser más de uno, se les pagará 
proporcionalmente al monto de sus acreencias, con prelación de la prenda especial 
prevista en el artículo 47 bis de esta Ley.  

 
c) La administración concedente procurará en todo momento la continuidad del 
servicio, la protección de las obras y los servicios concesionados, y la protección de 
los derechos de los usuarios y de los acreedores; para ello, establecerá una junta de 
acreedores, en la cual estos puedan ser representados y en la que se escuchen sus 
propuestas.  

 
d) Si así conviene para el interés público, la administración concedente iniciará los 
procedimientos legales tendientes a contratar a un nuevo concesionario, que se haga 
cargo definitivamente de las obligaciones del anterior, incluso, hasta donde sea 
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posible, económica y legalmente, de las obligaciones con los acreedores del 
concesionario anterior, si así corresponde. Para estos efectos, la administración 
concedente podrá rematar la concesión, pero no estará obligada a hacerlo, si no 
conviene al interés público; para ello, seguirá las reglas atinentes del artículo 62 de 
esta Ley.  

 
e) La administración concedente solo estará obligada a hacer efectiva la 
indemnización que corresponda por la extinción del contrato, y quedará liberada de 
lo establecido en este artículo, una vez que el monto de la indemnización haya sido 
efectivamente entregado al concesionario."  

 
(Así adicionado por el artículo 1° aparte b) punto 17) de la Ley N° 8643 de 30 de junio de 
2008). 
 
Artículo 69.- Derogaciones 
 
Derógase la Ley General de Concesión de Obra Pública, No. 7404, de 3 de mayo de 1994. 
 
(Así corrida su numeración por el artículo 1 aparte b) punto 17) de la Ley N° 8643 del 30 
de junio de 2008, que lo pasó del antiguo artículo 68 al 69). 
 
Transitorio I.- Dentro de los treinta días hábiles siguientes a la entrada en vigor de la 
presente ley, mediante publicación en La Gaceta y dos diarios de circulación nacional, el 
Consejo de Gobierno convocará a las cámaras y organizaciones mencionadas en el artículo 
6.2, para que presenten sus ternas y se proceda a instalar el Consejo Nacional de 
Concesiones. 
 
Transitorio II.- El Poder Ejecutivo dispondrá las medidas presupuestarias que 
correspondan, con el propósito de dotar al Fondo Nacional de Concesiones, de los recursos 
económicos necesarios para iniciar sus operaciones.  
 
Transitorio III.- Autorízase al sector descentralizado territorial e institucional y las 
empresas públicas, para contribuir económicamente al Fondo Nacional de Concesiones y 
dotarlo de un patrimonio suficiente para su funcionamiento.  
 
Rige a partir de su publicación.  
 
Dado en la Presidencia de la República.-San José, a los catorce días del mes de abril de mil 
novecientos noventa y ocho. 
 


